Exp: 13-004782-0007-CO 
Res. Nº 2013010552 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las nueve horas treinta minutos del nueve de agosto de dos mil trece. 

Recurso de amparo interpuesto por [NOMBRE 01], portador de la cédula de identidad No. [Valor 01], contra la LEY DE IMPUESTO A LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS NÚMERO 9024. 

Revisados los autos; 

Redacta el Magistrado Cruz Castro; y, 

CONSIDERANDO: 

I.- El recurrente, en calidad de vicepresidente con facultades de apoderado 
generalísimo  de  la  sociedad  Autolavado  Guachicar  S.A,  acusa  arbitrario  y 
desproporcionado lo dispuesto en el inciso b), artículo 3 de la Ley de Impuesto a 
las Sociedades Anónimas No. 9024, en tanto ordena el pago de un impuesto a las 
sociedades que, como su representada,  se encuentran inactivas y no generan 
ingresos suficientes para el pago de esa suma. Aunado a lo anterior, alega que 
según su artículo 6, la falta de pago puede generar la disolución y cancelación 
registral de la sociedad, sin definirse un procedimiento para el reintegro de los 
gastos de constitución y registro de la persona jurídica. Finalmente, estima que lo 
indicado en el artículo 4 de esa Ley lo afecta en lo personal,  en tanto como 
representante legal de la sociedad  es responsable  solidiario por el pago del 
impuesto. 

II.- EN CUANTO  A LO ACUSADO CONTRA  EL MONTO  DEL 
IMPUESTO ESTABLECIDO EN EL INCISO B) DEL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE IMPUESTO  A LAS SOCIEDADES  ANÓNIMAS. Respecto a lo 
alegado  por  el  recurrente  en  torno  a  la desproporcionalidad   del  impuesto 
establecido en la citada legislación, esta Sala Constitucional, mediante el Voto No. 
2012-010066 de las 14:30 hrs. de 31 de julio de 2012, se refirió a un caso similar, bajo el siguiente orden de consideraciones. 

³ («) Considerando: 

I.-   Sobre la alegada desproporcionalidad  de la Ley de 
Impuesto a las Sociedades,  Ley 9024- y el principio  de 

Justicia Tributaria. En el presente caso, en primer lugar, el 
recurrente manifiesta  estar inconforme  por el cobro de un 
nuevo impuesto a las sociedades  anónimas, al que tilda de 
desproporcionado, pues, a su juicio, no es procedente que se 
le exija pagar la misma cantidad de dinero a las sociedades 
inactivas  grandes  y  a  las  pequeñas.  Sin  embargo,  el 
accionante no desarrolla realmente  ningún razonamiento  o 
alegato de orden jurídico para fundar su recurso de amparo, 
sino que únicamente expone su disconformidad  porque el 
pago es el mismo en ambos supuestos. Ahora bien, la Sala, en 
sentencia número 2011-012611 de las 14:30 horas del 21 de 
setiembre de 2011, ya se pronunció en el sentido de que el 
monto anual que se exige en este caso, de alrededor de 5000 
colones por mes, no resulta desproporcionado.   Dijo en esa 
oportunidad este Tribunal: ³El Estado  a través del legislador 
tiene la potestad    de imponer impuestos a la población para 
sufragar  sus gastos y cumplir    en su finalidad el materializar 
el  bien  común  de  la  Nación.  Ciertamente  la  Asamblea 
Legislativa  tiene  amplias  facultades  para  imponer  estas 
cargas  cumpliendo  con  los  límites  señalados  por  el 
constituyente, los cuales emanan de la Constitución Política 
en los diferentes principios constitucionales que se derivan de 

los artículos
18,
33,
39,
40,
45 y 50 de la Constitución

Política.  Es  importante  recordar,  sin  embargo  que  el 
legislador puede crear las cargas que estime necesarias, en el 
sentido que puede imponer impuestos  a la población, cuando 
persigue    fines específicos    y  obtener  recursos    destinados 
a   un      mejoramiento   del  sistema administrado   por  la Dirección General de Adaptación Social y del Ministerio de Seguridad Pública. 
Los gravámenes precisan la base imponible, lo cual significa 
que el legislador al establecer el impuestos define libremente 
el poder recaudatorio  del Estado,  en el caso de la Renta 
conforme  al  ingreso  neto  y  aumenta  su  porcentaje 
progresivamente en los niveles más altos, como disminuye   o 
desaparece     en los niveles (ingresos)  más bajos. También 
puede determinar un impuesto fijo, que grava un hecho 
imponible en forma igual y generalizada,   como sucede con 
ciertos impuestos  fijos, como el de ventas, consumo,   entre 
otros.    En este sentido, el cobro del impuesto  no mide al 
sujeto pasivo de la relación tributaria,  sino que grava  un 
hecho o un acontecimiento. 

La duda que surge entre los consultantes radica en que no 
esta claro cuál es la manifestación de capacidad económica 
que  el  impuesto  pretende  gravar,  ante  la  ausencia  de 
actividad económica efectiva ni patrimonio determinado.     Lo 
mismo podría argumentarse   para  los impuestos fijos, para 
cierto  tipo  de  consumo,  aunque   existen  áreas  exentas 
dispuestas  para  cubrir  un  mínimo  vital  diario  de  las 
personas; sucede diferente  en el caso de las agrupaciones 
que pretenden   de alguna forma lucrar. En este sentido, se 
encuentra  presente, en  estos  casos, un mayor grado de 
solidaridad del contribuyente  hacia el bien común   de   la 

población.
La   doctrina   entiende   a
la   capacidad

contributiva de un sujeto como la fuerza económica que tiene, 
tanto cuantitativa  como cualitativamente,   es decir, lo que 
puede poseer. Debemos entenderla  como la fuerza que se 
tiene para generar algo, en este caso riqueza. Esta capacidad 

-sigue  sosteniendo-  debe  entenderse  como    idoneidad 

efectiva,
como   la   aptitud      que   se   necesita
para

contribuir y la que no puede quedar reducida a una situación ficticia. 

Incluso, se hace una distinción entre la capacidad económica 
objetiva, la riqueza disponible,  y la capacidad  económica 
subjetiva, que toma en cuenta   la     situación  personal   y 
familiar   del   sujeto    pasivo   de   la obligación tributaria, 
concluyéndose que, en el caso de las personas jurídicas, lo que debe de tomarse en cuenta   es la primera,    y no la 
segunda. En el criterio de la mayoría de la Sala, el fin del 
proyecto de ley es gravar la existencia de las sociedades que 
se constituyan en el país, las cuales tiene un fin, claro está, el 
lucro. En este sentido, debe establecerse  la   relación  entre 
las sociedades mercantiles (cuya finalidad es lucrativa) frente 
a otras que no lo son (sin fines de lucro), como también de los 
individuos de la sociedad, en la que además de las formas 
más básicas de la individualidad,   existe distinta idoneidad 
efectiva para llevar acciones que sean económicas rentables, 
y otras no. Aquí radica la diferencia, que de conformidad con 
el  Código  de  Comercio  son  mercantiles  la  sociedad  en 
nombre  colectivo;  la  sociedad  en  comandita  simple;  la 
sociedad de responsabilidad limitada, y la sociedad anónima. 
Debe tomarse como punto de partida, que su constitución la 
hacen los socios con fines puramente lucrativos, al unir las 
diferentes capacidades    en aportes de capital social. Es decir, 
se puede hablar de su fuerza económica, cuantitativa  como 
cualitativamente para hacer dinero, debe ser entonces idónea 
y cierta, no tan solo posible o presumible. Ciertamente,  es la 
manifestación grupal  de personas físicas o jurídicas para 
constituir otra persona  jurídica, con fines mercantiles.  De 
conformidad con datos estadísticos a que ha tenido acceso 
este Tribunal,   al 22    de  agosto   del 2011   existen 500.816 
sociedades  anónimas, 54.591 sociedades  limitadas, 172 
sociedades  en comandita, sociedad  colectiva 1.518, empresa individual   de responsabilidad  limitada 2.044 y 4.786 

sucursales  y  poderes    de  entidades  en    el extranjero. Al 16 
de  agosto  de 2011,  destacan    como  las  principales 

propietarias de bienes muebles, inmuebles y derechos, por su 
orden,   las sociedades  anónimas con 217.948, 320.231    y 

331.216,  la sociedad limitada con 17.070  vehículos inscritos, 

28.830 inmuebles  y 30.404 derechos. Estos datos constituyen 
elementos objetivos y razonables de que las entidades  que se 
pretenden  gravar  con  el  impuesto  poseen  capacidad 
económica.  Estamos,   pues,    ante   un  dato    objetivo   que 
razonable y lógicamente nos señala que las entidades  a 
gravar con el impuesto  poseen una riqueza manifiesta  o 
patrimonio. Se nos dirá, en contra   de   los    que   venimos 
afirmando    que,   en  primer     lugar,   el patrimonio  no es sinónimo de ingresos efectivos y, segundo término, que hay 
sociedades    inscritas  que no    son propietarias  de bienes 
muebles, inmuebles  y derechos, por lo que el argumento 
sostenido carece de un dato objetivo y cierto. Si bien, quienes 
apoyarían  este  razonamiento  porque  lo  consideran 
persuasivo y con fundamento,  al analizar el proyecto de ley 
en su integridad, una postura en esa dirección no se sostiene 
por lo que de seguido pasamos a explicar.    En primer 
término, el monto de la tarifa del impuesto nos permite 
afirmar que, aun en los casos en los cuales la empresa no 
genere riqueza,  la tarifa es tan baja que una persona   de 
bajos ingresos    está en capacidad    económica de pagarlo. En 
efecto, adoptado  el monto actual del impuesto  de 158.000 
colones por año, tenemos que se pagaría 13.166. 66 colones 
por mes y 432.87 colones por día. En el supuesto de la tarifa 
de 79.000  colones, encontramos  que se pagaría 6.583.33 
colones por mes y 216.43 colones por día. En segundo lugar, 
es razonable pensar  que no son los sectores sociales   más 
necesitados,   de   menores     ingresos,   esa   mitad     de   la 
población   con
ingresos   inferiores   a
cuatrocientos

dólares
-hay aproximadamente
600.000  trabajadores  que

ganan menos del salario mínimo, sea menos de 206.045 
colones, que representan un 28.9% de los trabajadores y un 
17% de éstos que apenas gana ese salario- (véase el estudio 
del Instituto de Investigaciones de Ciencias Económicas de la 
Universidad de Costa Rica),   quienes son los dueños de las 
acciones de las sociedades mercantiles  que se encuentran 
inscritas  en  el  Registro  Público,  sino  las  personas  que 
conforman  los sectores sociales de mayores ingresos, y para 
las cuales el pago del tributo, en el caso de las sociedades sin 
patrimonio  ni  ingresos,  no  representa  un  sacrificio 
significativo, amén de que, como se expondrá más adelante, 
la ley contiene una cláusula de equidad para todos aquellos 
que no desean o no quieren o no pueden pagar el impuesto. 

En otro orden de ideas, la mayoría de la Sala reconoce que 
existe un problema  que se viene arrastrando  desde hace 
muchos  años,  y  es  la  existencia  formal  de  sociedades 
inscritas  en el Registro Público de la propiedad,    pero 
materialmente no  son  empresas  mercantiles,  sino instrumentos que cumplen  otros fines, de distracción de 
bienes, hasta de evasión fiscal, etc., propiamente mediante el 
traspaso de acciones como de la dirección -y titularidad- de 
la empresa, lo cual conlleva, entre otros, el no pago de los 
impuestos de traspaso de la propiedad. De ahí que, contrario 
a lo que objetan los consultantes, a juicio de la mayoría de la 
Sala  no  existe  una  contraposición  recaudatoria  en  el 
Transitorio V, toda vez que el articulo 1° del proyecto de ley 
no  grava  la propiedad,  sino  la  existencia  misma  de  la 
sociedad,   independientemente  de  si  tiene  registrado 
bienes. De  esta  forma,  el  Transitorio  V  se  establece  la 
posibilidad para que las empresas propietarias, traspasen sus 
bienes  cuando la propiedad no tiene un fin productivo, 
conforme  a  la  nueva  política  de  cargas  tributarias 
sobre sociedades, y cuando  no corresponda  a   la realidad 
mercantil, ciertamente mantener una sociedad es un asunto 
voluntario de los socios, la aceptación de un pago de un 
tributo anual fijo, que repartido el mismo entre los meses del 
año,  no  implica  grave  erogación  ni  siquiera  con  gran 
intensidad para la empresa mercantil. Para que se considere 
la infracción debe haber un impacto importante que no se da 
aquí, es decir que sea evidente y manifiesta la violación. No 
desconoce la mayoría de la Sala que lo aprobado  por el 
legislador no se ubica  en lo que normalmente  la doctrina 
establece como aceptable, sin embargo, de la argumentación 
expuesta por los consultantes, en concreto la violación a la 
capacidad contributiva, no es suficiente para determinar   la 
infracción alegada, además aquellas discusiones doctrinarias 
pueden    informar  sobre el tema, o bien pueden orientar  y 
canalizar los debates en cuanto a la dirección que debe tener 
una determinada legislación, pero no obligan al legislador a 
seguirla,  concretamente    en  relación  con  las  cargas 
tributarias en el país. Bien puede el legislador apartarse  de 
esos criterios e, incluso, innovar en la materia; lo importante 
es que, a la hora de legislar, respete el Derecho de la 
Constitución, hecho que se da en este caso. (Véase en el 
mismo  sentido,  más  recientemente,  la  sentencia  N° 
2012-005534 de las 14:45 horas del 2 de mayo de 2012).- («) 
III.- Sobre  el Hecho Generador del Tributo, la Clasificación 
de Sociedades  en activa o inactivas,  la exoneración de 
empresas PYMES en aplicación al principio de igualdad y la 
violación al principio  de legalidad  y seguridad  jurídica. 
Respecto al planteamiento  del recurso interpuesto,  se debe 
indicar, que con relación al Hecho Generador   del Tributo, 
la Clasificación de Sociedades  en Activas e Inactivas, la 
exoneración  de  las  empresas  PYMES  en  aplicación  al 
principio de igualdad y la violación al principio de legalidad, 
son todos aspectos susceptibles  de conocerse en la vía de 
legalidad ordinaria  y no en esta Sala, que no es la vía 
adecuada para conocer estos agravios. De igual manera, no 
es procedente   el argumento relacionado  con la exoneración 
de  pequeñas  y  medianas  empresas,  dado  que  en  dicho 
supuesto  estas  empresas  no  se  encuentran  en  iguales 
condiciones jurídicas lo que imposibilita  la aplicación del 
principio de igualdad en los términos en que se argumenta el 
recurso. Así las cosas, respecto a estos agravios el recurso es 
inadmisible. («)". 

Bajo dicha inteligencia y, al no existir motivos que hagan variar el criterio sostenido  en  la  sentencia  parcialmente  transcrita,  el  presente  recurso  es inadmisible y procede su rechazo por el fondo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 

III.- RESPECTO A LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 4 Y 6 DE 
LA LEY 9024 . En relación con los citados numerales, de conformidad con lo 
dispuesto  en  el  inciso  a),  del  artículo 30  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción 

Constitucional,  no  procede  el  recurso  de  amparo  contra  las  leyes  u  otras 
disposiciones normativas, ³(«) salvo cuando  se impugnen conjuntamente  con 
actos de aplicación individual de aquellas, o cuando se trate de normas de acción 
automática,    de    manera    que    sus    preceptos    resulten   obligatorios, 
inmediatamente, por su sola promulgación, sin necesidad de otras normas o actos que los desarrollen o hagan aplicables al perjudicado.´Desde esta perspectiva, dado que en el presente asunto el tutelado ataca de manera abstracta lo dispuesto en los artículos 4 y 6 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas, sin que se acredite la existencia de algún acto de aplicación individual en su perjuicio o de la sociedad que representa, el presente recurso es inadmisible y procede su rechazo de plano, de conformidad  con lo dispuesto  en el artículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 
IV.-  VOTO  SALVADO  DE  LOS  MAGISTRADOS  ARMIJO  Y 
JINESTA,  CON REDACCION  DEL MAGISTRADO  JINESTA  LOBO, 
EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE IMPUESTO A 
LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS. Reiteramos el voto salvado, con redacción 
del  Magistrado  Jinesta  Lobo,  que  consignamos  en  la  sentencia  número 
12611-2011 de las 14:30 horas del 21 de septiembre del 2011, en relación con el 
artículo 3 de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas,  con fundamento en lo 
siguiente: 

"(...) A.- PRINCIPIO DE LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA 
O ECONÓMICA. Dentro de los principios de orden material 
de la denominada justicia tributaria, figura el de la capacidad 
contributiva o económica de los contribuyentes. Se trata de un 
principio general del Derecho Tributario Constitucional  de 
carácter normativo y que como tal debe orientar la actuación 
de los operadores  jurídicos y, en particular,  del legislador 
ordinario al ejercer su potestad tributaria (artículo 121, inciso 
13 de la Constitución Política). Ciertamente,  este principio 
general  no  se  encuentra  expresamente  establecido  en  la 

Constitución   Política,
sin
embargo,   se   encuentra

razonablemente implícito en la Carta Magna, pudiendo  ser 
inducido a partir de una serie de preceptos, valores y de otros 
principios, también, de jerarquía constitucional. En efecto, a 
partir de los numerales 18 y 33, que establecen el principio de 
la igualdad en el sostenimiento de las cargas públicas, 42, al 
consagrar la interdicción de los tributos confiscatorios, 45, al contemplar  el  principio  de  la intangibilidad   relativa  del 
patrimonio, 74, al establecer los principios de la justicia social 
y de la solidaridad,  así como de principios, expresamente, 
desarrollados por este Tribunal como el de interdicción de la 
arbitrariedad (Voto No. 11155-2007 de las 14:49 hrs. de 1° de 
agosto  de 2007),  resulta  posible  extraer  el  principio 
constitucional material de la capacidad contributiva. No debe 
perderse   de   perspectiva   que   unos   de   los   valores 
constitucionales sobre los que se asienta la Constitución  y, que 
por  consiguiente,  son  un  límite  franco  de  los  poderes 
constituidos, lo son la justicia y la equidad, los que deben ser 
respetados, también, por el legislador ordinario al momento de 
crear los tributos.   Conforme al principio de la capacidad 
contributiva,  los  contribuyentes,  sean  personas  físicas  o 
jurídicas, deben contribuir al sostenimiento de las cargas 
públicas de acuerdo a su efectiva y real capacidad económica, 
la que, por razones obvias, no siempre resulta igual. La 
capacidad contributiva es la aptitud singular que tiene cada 
contribuyente  de  concurrir  de  manera  efectiva  en  el 
sostenimiento   de   los   gastos   públicos.   El   principio 
constitucional de la capacidad contributiva, limita la libertad 
de conformación o configuración legislativa  o, lo que es lo 
mismo,  se  erige  en  un  valladar  sustancial  de  la 
discrecionalidad  legislativa  cuando  ejerce  la  potestad 
tributaria y al definir o identificar los diversos elementos 
subjetivos y objetivos de un tributo determinado (v. gr. Sujeto 
pasivo, hecho imponible, base de cálculo y alícuota o tarifa), 
todo en aras de evitar una distribución injusta de las cargas 
fiscales.  Por  consiguiente, aquel  impuesto  que  soslaya  el 
principio de la capacidad contributiva  o económica de los 
contribuyentes  deviene, necesariamente,  en inconstitucional 
por contrariarlo.  Este Tribunal Constitucional, en sentencias 
precedentes, ha reconocido  la relevancia  del principio de la 
capacidad contributiva en el ejercicio de la potestad tributaria, 
así en el Voto No. 5652-97  de las 16:03 hrs. de 16 de 

septiembre de 1997, se estimó lo siguiente: ³Como se dijo, la 
llamada a contribuir al sostenimiento de los gastos públicos, 
debe,  por  ello,  hacerse  efectiva  de  conformidad  a  la 
³capacidad contributiva  o económica´, mediante  un sistema 
tributario justo, que, para resultar tal, debe estar informado por el principio de igualdad. La capacidad económica, es la 
magnitud sobre la que se determina la cuantía de los pagos 
públicos, magnitud que toma en cuenta los niveles mínimos de 
renta que los sujetos han de disponer para su subsistencia y la 
cuantía de las rentas sometidas a imposición. Con arreglo a 
dicho principio ±el de la capacidad económica-, el tributo debe 
ser adecuado a la capacidad del sujeto obligado al pago, y esto 
determina la justicia del tributo, de allí que los titulares de una 
capacidad económica mayor contribuyan en mayor cuantía que 
los que están situados a un nivel inferior («)´. Ulteriormente, 
en el Voto No. 2657-2001 de 4 de abril de 2001, consideró lo 
siguiente:³(«)  Lo fundamentalmente   legítimo  es  que  las 
personas paguen impuestos en proporción a sus posibilidades 
económicas, en otras palabras, uno de los cánones del régimen 
constitucional  tributario  es  justamente,  que  cada  uno 
contribuya  para  los  gastos  públicos  de  acuerdo  con  su 
capacidad contributiva o económica´ 
B.-  IMPUESTO  A  LAS  PERSONAS  JURIDICAS  Y 
PRINCIPIO DE LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA. Como 
se ha indicado en el considerando  anterior, el legislador 
ordinario, al ejercer su potestad tributaria, que no es libérrima 
o  irrestricta,  siendo  que,  por  el  contrario,  tiene  límites 
constitucionales de carácter sustancial como el principio de la 
capacidad contributiva, debe tomar en consideración la aptitud 
o capacidad económica efectiva y real de cada persona ±física 
o jurídica- o sus posibilidades patrimoniales  y económicas 
específicas para contribuir con el sostenimiento de los gastos 
públicos,  de  lo  contrario,  se  podría  gravar  una  riqueza 
inexistente  o  que  el  legislador  presume  existente,  sin 
oportunidad o  posibilidad alguna para los eventuales sujetos 
pasivos  de  acreditar  lo  contrario.  Cuando  el  legislador 
establece  una capacidad   contributiva  general  y  abstracta 
referida a ³sujetos-tipo´±en el caso del proyecto consultado, 
las ³personas jurídicas´- se quebranta, de manera evidente y 
manifiesta,  el  principio  constitucional  de  la  capacidad 
contributiva.  Debe  tomarse  en  consideración  que  ningún 
interés o razón superior de orden fiscal, puede quebrantar la 
capacidad contributiva específica de los sujetos pasivos para 
concurrir en el sostenimiento de las cargas públicas, por más loable o apremiante que sea el fin del tributo o impuesto que se 
propone  crear  el  legislador ±en  el  caso  concreto,  la recaudación  para  financiar  los  programas  de  seguridad 
ciudadana y combate a la delincuencia,  ex artículo 11 del 
proyecto de ley-. Lo anterior equivale a señalar que las 
urgencias presupuestarias de los poderes públicos no pueden 
lesionar    el  principio  constitucional  de  la  capacidad 
contributiva que tiene asidero en el sistema tributario justo y 
equitativo concebido, también, por el constituyente de manera 
razonablemente implícita.   El artículo 1° del proyecto de ley 
consultado ³Impuesto a las personas jurídicas´dispone lo 
siguiente:³Establécese un impuesto sobre todas las sociedades 
mercantiles,  así  como  a  toda  sucursal  extranjera  o  su 
representante  y  empresas  individuales  de responsabilidad 
limitada que se encuentren  inscritas o que en adelante  se 
inscriban en el Registro Nacional´. 

Por su parte, el artículo 2° del proyecto, al identificar el hecho 
imponible, preceptúa lo siguiente: ³El hecho generador para 
todas las sociedades mercantiles, sucursales de una sociedad 
extranjera  o  su representante y empresas individuales  de 
responsabilidad limitada que se encuentren  inscritas en el 
Registro Nacional ocurre el 1° de enero de cada año.El hecho 
generador para  todas las sociedades mercantiles, sucursales 
de una sociedad extranjera o su representante  y empresas 
individuales de responsabilidad limitada que se inscriban en el 
futuro será su presentación al Registro Nacional.(«)´ 

El impuesto propuesto no identifica o grava una manifestación 
de riqueza específica, puesto que, no depende de los ingresos o 
renta (utilidades  o ganancias),  egresos o patrimonio  de las 
personas jurídicas, sino, únicamente, de la circunstancia  de 
encontrarse inscritas en el Registro Nacional o que en el futuro 
lo estén, sean estas activas o inactivas, hecho que, per se, no es 
revelador   de  una  riqueza  determinada  y  disponible 
efectivamente  que  sea  susceptible  de  tributación.  Al  no 
gravarse  una  manifestación  de  riqueza  e  imponerse  un 
impuesto único, variando únicamente, la tarifa o alícuota 
según se trate de personas jurídicas activas o inactivas se 
quebranta,  flagrantemente,  el  principio  de  la  capacidad 
contributiva, por cuanto, se presume la existencia de una riqueza que no ha sido objetivamente  verificada y que no 
necesariamente puede existir de manera real y efectiva. La sola 
circunstancia  de  conformar  una  persona  jurídica  y  de 
inscribirla en el Registro Nacional, no pone de manifiesto una 
riqueza susceptible de ser gravada, por cuanto, puede suceder 
que no cuenten con ningún ingreso o ganancia y que los gastos 
de  constitución,  inscripción  y  funcionamiento  superen 
cualquier utilidad. De acuerdo con el principio constitucional 
de la capacidad contributiva, es responsabilidad del legislador 
ordinario identificar  la fuente de riqueza susceptible  de ser 
gravada y de adaptarla a la capacidad de tributación de cada 
persona ±subjetiva  u  objetiva-. La circunstancia  de estar 
sometidas las personas jurídicas al principio de la capacidad 
contributiva  objetiva y no subjetiva ±que opera para las 
personas física-, no releva al legislador ordinario de verificar 
cuál es la riqueza disponible, neta y susceptible de tributación 
de tales personas morales. El vicio de inconstitucionalidad 
indicado no queda subsanado siquiera con la consideración de 
que la tarifa del impuesto resulta muy baja, conclusión que, 
para  ser  cierta,   debe  tomar  en  cuenta  la  capacidad 
contributiva objetiva y neta de cada eventual sujeto pasivo. De 
otra  parte,  no  se  puede  comparar,  razonablemente,  la 
aplicación del principio  de la capacidad contributiva  en los 
impuestos indirectos (v. gr. de ventas o selectivo de consumo), 
a uno que tiene una naturaleza, claramente, directa, donde la 
exigencia de respetar y actuar  el principio  de la capacidad 
contributiva resulta, particularmente, acentuada  y acusada. 
Nótese, adicionalmente, que el gravamen tributario  propuesto 
no distingue entre personas jurídicas con utilidades o ingresos 
grandes, medios, escasos o inexistentes, lo que, al propio 
tiempo, contraría el principio constitucional  de la igualdad 
tributaria. (...)". 

En razón de las anteriores argumentaciones, la suscrita Magistrada y Magistrados salvamos el voto. 

V.- DOCUMENTACIÓN APORTADA AL EXPEDIENTE. Se previene 
a la parte recurrente que de haber aportado algún documento en papel, así como 
objetos  o  pruebas  contenidas  en  algún  dispositivo  adicional  de  carácter electrónico, informático, magnético, óptico, telemático o producido  por nuevas 
tecnologías, éstos deberán ser retirados del despacho en un plazo máximo de 30 
días hábiles contados a partir de la notificación de esta sentencia. De lo contrario, 
será destruido todo aquel material que no sea retirado dentro de este plazo, según 
lo dispuesto  en el "Reglamento sobre Expediente  Electrónico ante el Poder 
Judicial", aprobado por la Corte Plena en sesión No. 27-11 del 22 de agosto del 
2011, artículo XXVI y publicado en el Boletín Judicial número 19 del 26 de enero 
del 2012, así como en el acuerdo aprobado por el Consejo Superior del Poder 
Judicial, en la sesión No. 43-12 celebrada el 3 de mayo del 2012, artículo LXXXI. 
POR TANTO: 

Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo y Armijo 
Sancho salvan el voto y ordenan dar curso al amparo, únicamente, en relación con 
lo dispuesto en el inciso b), del artículo 3 de la Ley de Impuesto a las Sociedades 
Anónimas. 

Gilbert Armijo S. 
Presidente a.i 
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